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Y sus efectos en los procesos 
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El 18 de enero de. 1989, la Corte Suprema de los Estados Unidos 
confirmó la con.st1tuc1onalidad de la Ley de Ja Reforma de la Pena 
P.nvat1va de la hbertad de 1984, contentiva de una serie de estatutos 
que alteraron profundamente la teoría y la práctica punitiva en los 
Estados Umdos en el orden federal. Aunque la ley se aplica en forma 
general a todos los procesos federales, su impacto es especialmente 
profundo en los procesos de violaciones de las leyes de estupefacientes 
La ley, Y las pau.tas de determinación de los plazos criminales autoriza: 
d.as en ella, ehmman la hbertad vigilada [probation] y la libertad condi-
c10nal .[parole] para casi todos los delitos de narcotráfico y otros delitos 
graves, prolongan los plazos de encarcelamiento que los narcotrafican-
~es condenados necesaria~ente tendrán que cumplir y aumentan nota-
lemente el poder del fiscal para negociar pactos favorables [plea 
bargams] con los abogados d.efensores y para conseguir la cooperación 
de acusados que en otras circunstancias estarían poco dispuestos a 
colaborar con el Estado. 
. . Además de los cambios sustantivos, la ley también creó la Comi-
s1on de Plazos Criminales de los Estados Unidos ["United States Sen-
• ~bogado litigant~ como Chie{ Deputy Federal Defender por el Distrito de Ore-
gon en os Estados Umdos Y catedrático en Northwestern School o[ Law r L · 
and Clark Calle p ¡ d o ew1s g_e_ en Ort an , Oregon. Estuvo en Colombia cuatro meses en 1989 
como profesor v1s1tante en el Programa de Fullbright El aut · 
a o · l E e 1 , · or quiere agradecerles ame · au Y Juan Gonza10 Escobar por su ayuda en la preparación de este artículo. 
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tencing Commission"J para promulgar pautas que limitan la discreción de los jueces 
en la determinación de los plazos. Desde la vigencia de las pautas de plazos crimina-
les en noviembre de 1987, habla mucho desorden en las cortes federales. Ante 
los reclamos de que dichas pautas violan la Constitución, alrededor de la mitad 
de las cortes federales las confirmaron. Las demás siguieron utilizando el sistema pre-
existente, generalmente arguyendo que la manera como las pautas fueron promulga-
das viola la doctrina constitucional de separación de poderes. La Corte Suprema 
de los Estados Unidos resolvió estos conflictos sobre constitucionalidad en el caso 
United States Vs. Mistretta I a favor de la constitucionalidad. 
El propósito de este artículo es presentar una breve descripción del sistema 
preexistente de plazos, las disposiciones de la ley y las pautas de determinación 
de plazos criminales, el razonamiento de la Corte Suprema en el caso Mistretta 
y los efectos probables en procesos de delitos de narcotráfico. 
1. LEY DE PLAZOS CRIMINALES PREEXISTENTE 
Antes de la promulgación de las pautas de plazos criminales, el juez tenía 
amplia discreción en cuanto a la pena impuesta al condenado. Después de una 
condena un oficial de la oficina de libertad vigilada ["probation officer"], funciona-
rio de la rama judicial, acumulaba información sobre el procesado y la presentaba 
al juez en un documento llamado Informe de la Investigación Anterior a la Imposi-
ción de la Pena ["presentence investigation report"]. Este reporte estaba conforma-
do por la historia personal, los antecedentes criminales, el nivel de educación, el 
estado de salud mental y física, las circunstancias del delito y un resumen evaluativo2. 
El fiscal y el abogado defensor tenían derecho a dar información al oficial de 
la oricina de libertad vigilada. Si había desacuerdo con respecto a los hechos materia-
les, el juez lo resolvía, determinando los hechos en una audiencia antes de imponer 
la pena. 
Los estatutos criminales dejaron amplia flexibilidad judicial en cuanto a los pla-
zos criminales. Muy pocos estatutos tenían plazos minímos obligatorios. Los plazos 
máximos obligatorios eran, y son, suficientemente largos para acomodar casi todas 
las disposiciones deseadas. En el estatuto de libertad vigilada se permitió al juez 
la posibilidad de suspender la pena y dejar al procesado en libertad vigilada para 
casi todo delito, incluso delitos mayoresl. La discreción del juez era casi ilimitada 
dentw del plazo máximo estatutario, orientada por cuatro factores no obligatorios: 
1) rehabilitación del procesado; 2) disuasión del procesado de repetir el delito; 
3) disuasión de otros de cometer el mismo delito; y 4) protección de la sociedad 
l United States Vs. Mistretta, -U.S.- {18/1/89). 
2 Antes del 1 º de noviembre de 1986, la regla que proveía las normas de los informes anteriores 
a la imposición de la pena era Rule 32 (2) de las Reglas de procedimientos Penales Federales [Federal 
Rules of Criminal Procedure]. 
3 18 U.S.C., § 3651, revocado el 14 de octubre de 1984. ("U.S.C." se refiere al "Código de los 
Estados Unidos"). 
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de individuos peligrosos. La inter ret "ó . . 
l~s jueces individuales podría res!ta/;~ n e:ub¡etiva d~ ~stos factores por parte de 
crrcunstancias similares, dentro del mismt di as _muy distintas p~a 1:'rocesados con 
Cuando un juez imponía una P d stnto federal y en d1stntos diferentes 
l.d ena e encarcelamiento el f alm . cump 1 o era con frecuencia mucho . ' iempo re ente 
presos tenían derecho de libertad con:~no~Ju; el P_lazo impu~sto. Casi todos los 
a_dminístrado por la rania ejecutiva :1~r:vé. ste s1stem~ ?e hbert~d condicional, 
c10nal de los Estados Unidos ["Uníted St ~ de la COinJs1ón de libertad Condi-
condicionada del preso después de h bates arte Board"], estipulaba liberación 
orden de imposición de la pena el ju:zer c;mp ?~ una parte de su pena. En el 
hasta una tercera parte de su pe~a ant r' a eXIg_ir que el ~ondenado cumpliera 
Por estatuto, las autoridades tenían e~e ~~er elegible para libertad condicional5. 
desp':'é.s de haber cumplido dos tercer:1 ar: e~ar el preso en casi .t~dos los casos 
cond1c1onal, utilizando pautas adminí { . es e su plazo6. La commón de libertad 
preso y la gravedad de la ofensa d : rat'.vas basadas en la historia personal del 
la fecha más temprana posible y ~l i e~;n~aba la fecha exacta de libertad entre 
presos que violaran las condiciones de s~i: e dos te~c~ras partes de la pena. Los 
dos hasta ser liberados bajo libertad co d" ~rta! condic10nal podían ser reencarcela-
original7. n icwn otra vez, o hasta cumplir su plazo 
Los presos también tenían la posib "lid d d . . 
basados en su buena conducta dentro d I a .°. ~educir el tiempo real de detención 
creó 1:1na escala móvil para calcular el n~r: ;ns1 n: El estatuto de buena conducta 
reducir su plazo hasta diez días e o de dias por mes que el preso podría 
Según el si~tema preexisteit~r ;esr para presos ~cm plazos de cinco años o más8. 
de reducción de la pena, durante l~s efe ºtesa~o te~.ia d~recho a hacer una petición 
la misma9. Este proceso le permitía al n. ie:emte . ias s1g':'1~~tes a la imposición de 
pena ya impuesta. Si la pena im u J . amphas po~1b11idades de reducir una 
no tenía derecho de apelar una :e::t~ fmalm~ndte no v10lab~ la ley' el gobierno 
el procesado. ue cons1 eraba demasiado favorable para 
2. LA LEY DE REFORMA DE PENAS CRIMINAL 
DE PENAS CRIMINALES ES y LAS p AUT AS DE DETERMINACIÓN 
Se puede analizar la ley en tres b . . 
en los mecanísmos de que disponen 1~!p~ctos ás1co~: los cambios.fundamentales 
entre la ley y otros estatutos de penas J":ec~salpara imponer penas; la interacción 
cnmm es promulgados después de 1984 
. 
: :: V.S.C., § 4201, revocado el 14 de octubre de 1984. 
U .S.C., § 4205, revocado el 14 de octubre de 1984 
. 6 18 U.S.C., § 4206, revocado el 14 de octubre de 1984. 
' 18 U.S.C., § 4214, revocado el 14 de octubre de 1984. 
8 18 U.S.C., § 4261, revocado el 14 de octubre de 1984: 
9 Reglas de Procedimientos Penales Federales 35. 
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y el procedimiento creado por la Comisión de Plazos Criminales para computar 
penas específicas. 
A) Cambios básicos en los mecanismos para imponer penas 
En la ley de reforma el Congreso autorizó la creación de la Comisión de Plazos 
Criminales dentro de la rama judicial, para que promulgara pautas basadas en 
políticas generales orientadas a eliminar la dlsparídad entre penas y aumentar las 
penas para delitos de narcotráfico y de cuello blanco!O. Para abrir paso al nuevo 
sistema, el Congreso eliminó o cambió sustancíalmente los mecanísmos para imponer 
penas criminales. 
El Congreso revocó y reemplazó el estatuto de libertad vigilada, eliminándola 
para los delitos que tienen una pena máxima de veinte años o más, lo cual incluye 
casi todos los delitos de narcotráfico, ya que la ley antidrogas de 1986 aumentó la 
pena máxima de quince a veinte años para cargos de narcotráficoll. La ley de reforma 
también eliminó la libertad condicional, administrada por la Comisión de Libertad 
Condicional de los Estados Unidos. En su lugar, la ley estipula que la Corte tiene 
que imponer un período de libertad supervisada ["supervised release"] después del 
cumplimiento de la pena, y durante la cual se pueden imponer condiciones de libertad: 
la violación de tales condiciones puede conducir a un reencarcelamiento12. La ley 
asimismo revocó el estatuto de buena conducta y lo reemplazó por un limite de quince 
por ciento de reducción del plazo de encarcelamiento por buena conducta13. 
La ley de reforma igualmente creó el derecho de apelar la sentencia por parte 
del fiscal14, ya que antes solo lo tenía la defensa. Entre las causales de apelación 
se incluye: que la pena viola la ley y que hay una aplicación incorrecta de las 
pautasl5. Se revocó el derecho del abogado defensor para hacer una petición de 
reducción de la pena después de la imposición de esta. 
La ley también contiene disposiciones que permiten al gobierno pedir una pena 
por debajo del minimo obligatorio establecido por estatuto, con base en la ayuda 
que el procesado preste al fiscal en la investigación o en el proceso contra otro 
individuo que haya cometido un deJito16. Además, como nueva regla se permite 
al gobierno, pero no al procesado, pedir una reducción de la pena durante el primer 
año después de la imposición de esta en recompensa por su cooperación con el 
fiscal 17. Esta regla también permite imponer una pena por debajo del minimo obli-
gatorio establecido en los estatutos. 
10 18 u.s.c. § 991. 
11 21 U.S.C .• § 841; 18 U.S.C. § 3559 (a) (1) (B) y § 3561 (a). La ley contra el abuso de drogas 
de 1988 aumenta la pena máxima, una vez más, a veinticinco años. 
12 18 U.S.C., § 3624 (e) . 
13 18 u.s.c., § 3624 (b). 
14 18 u.s.c .. § 3742. 
1, 18 U.S,C.. § 3742 (a) y (b). 
16 18 U.S.C., § 3553 (e). 
17 Reglas de Procedimientos Penales Federales 35 (b). 
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B) Interacción con otros estatutos de . . 
. penas cr1m1nales 
Las disposiciones de la ley de reform 
promulgados después de 1984 a, complementadas con otros estatut 
· d" · , aumenta e] pod d ¡ f os Ju icial a la rama ejecutiva del gob· er e iscal Y cambia de la rama 
proceso de imposición de la pentr~~ muchos de los elementos de discreción en el 
notablemente diferente del que cum~le el~:t\ del fiscal e_n los Estados Unidos es 
radar general-. En los Estados Unido 1: e~ Colombi_a-los fiscales del procu-
de la rama ejecutiva; sus investigaciones s, e i~c Y la pohcía son claramente parte 
la rama judicial con consejos y recom gdene_ra mente no están bajo la supervisión de 
Iomb" D , en aciones de la Pro d , ia. espues de la investigació d cura ur1a, como en Ca-
va a procesar al individuo, cuándo ~a: ~:c~~so por la policía, el fiscal decide si 
cargos va a procesar. El fiscal también d h las acusaciones, y con· base en qué 
en los cuales el procesado consiente ~ue e acer pactos con el abogado defensor 
nunciando a su derecho a un juicio E acer un~ declaración de culpabilidad re'. 
como una reducción en los cargos . n camb10, el procesado recibe benefi~ios 
reducidaI8 ° una recomendación del fiscal para un ' 
· a pena 
. ~n este contexto, la interacción de la l 
cnmmales. después de 1984, de modo i ~Y. de _reforma y otros estatutos de penas 
y acusatorw del fiscal. Los estatutos cr::;if::tivo,, a~menta ~l poder negociador 
no puede evitar sin una petición del f" 1 : as muumas obhgatonas que el juez 
Los nuevos estatutos que conti"enen P isca , asada en la cooperación del acusado 
t 'f" enasmimmas t' d.· 'd · 
~a ico y procesados con antecedentes en nar , ~s an 1r1?1 os a delitos de narco-
eiemplos de estos estatutos. cotrafico. AbaJo se presentan algunos 
Como parte de la Ley Extensa de C . . . 
hensive Crime Control Act"] d l alolntrol de Cnmmalidad de 1984 ["Compre-
apr b' l Le ' e a cu a ley de reforma h 
o o a Y de Criminales Habitual A . ace parte, el Congreso 
la forma original de la ley 1 , es rmados ["Armed Criminal Act"] En 
. , cua quier persona co t · 
en posesión de un arma o en el t d , . n res antecedentes de robo 
1: comisión del delito, ~s someti~~ ºa ee rec1b1rla,_ aun cuando no sea utilizada en 
anos y un máximo de cadena er . n~arcelam1ento por un mínimo de quince 
enmendó este estatuto pa:.. r::~~ sin libertad condicional. En 1986 el Congreso 
narcotráficol9, mr antecedentes de delitos de violencia y 
. El estatuto de armas trae también d, . , , 
de cinco años si el ofensor' en el acto de una. ispos1_c1on ~or la cual la pena será 
un arma20. La utilización de un arma l delito _de v~olenc1~ o narcotráfico, utiliza 
durante la comisión del delito Est puede mdmr la simple posesión de esta 
L 1 · ª pena es adicional a cu l · 
, a ey antidrogas de 1986 estableció en , . . a ~uier otra pena. 
de libertad condicional Y con period dp !"has mmunas obligatorias sin posibilidad 
. os e i ertad supervisada obligatoria después 
18 Reglas d p d. · 19 e roce 1m1entos Penales Federales 11 (e). 
18 U.S.C., § 924 (e). 
20 18 U.S.C., § 924 (e). 
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del cumplimiento de la pena21, Las penas mínimas establecidas dependen de la 
cantidad de droga comprometida en el delito. Por ejemplo, para una persona acusa-
da de traficar cinco kilogramos de una sustancia que contenga una cantidad percepti-
ble de cocaína, la pena mínima sería de diez afias, sin posibilidad de libertad 
condicional, y veinte afias si el acusado tiene un antecedente de narcotráfico22, 
Además, el juez tiene que imponer un período de mínimo cinco afias de libertad 
supervisada después del cumplimiento de la pena. 
La pena mínima impuesta por un estatuto más reciente se cuentra en la ley 
de control de drogas de 1988. Este estatuto contiene, además de la pena de muerte 
para homicidios relacionados con el acto de tráfico de drogas, cadena perpetua para 
personas condenadas de narcotráfico por tercera vez. 
Es importante anotar que todas esas disposiciones de penas obligatorias están 
bajo el control del fiscal. El fiscal decide cuáles estatutos va a incluir en la acusación 
formal. Después de haber sido probada la culpabilidad, la única manera de evitar 
la pena mínima es ayudar al fiscal en su investigación o juicio en otro caso. El 
juez no puede imponer una pena por debajo de un mínimo estatutario sin el acuerdo 
del fiscal. Las pautas de determinación de la pena pueden resultar en una pena 
mayor que la mínima estatutaria, pero la pena no puede ser menor23. 
C) Aplicación de las pautas en casos de narcotráfico 
Las pautas limitan la discreción judicial con la creción de un sistema complejo 
de computación de la pena. La pena presunta se calcula de acuerdo con la tabla 
que aparece al fmal de este trabajo, El eje vertical representa la categoría del delito, que 
se determina fijando puntos de acuerdo con varios factores resumidos en las pautas, 
El eje horizontal representa los antecedentes criminales del procesado, y van aumen-
tando los puntos según la seriedad y número de delitos anteriores. La éscala de 
penas se encuentra en la intersección de los dos ejes. Una pena mayor o menor 
del número de meses especificado en las pautas se tiene que justificar en sala abierta 
de acuerdo con las normas de desviación en la ley. 
l. E/ eje de severidad de/ delito, En la computación de la gama de la pena 
presuntiva, el primer paso es la detenninación del nivel básico del delito y caracterís-
ticas del mismo, que podrían aumentar o disminuir dicho nive]24, El segundo capí-
tulo de las pautas presenta los medios de detenninar el nivel básico de la mayoría 
de delitos federales; en la parte D se trata de delitos de narcotráfico. 
De acuerdo con las intenciones del Congreso, las pautas establecen penas severas 
para narcotráfico25. El nivel básico depende del peso de la sustancia que contiene 
la droga indicada en el caso. Por ejemplo, 200 a 299 gramos de cocalna corresponden 
21 21 u.s.c., § 841. 
22 21 U.S.C., § 841 (b) (]) (A) (ii), 
23 Guideline, § 5Gl. l(b). "Imposición de la pena en un proceso por un solo delito". ("Guideli-
ne' ', se refiere-a las regulaciones promulgadas por la Comisión de Plazos Criminales de los Estados Unid.os). 
24 Guideline, § lBl.1. "Instrucciones de aplicación". 
" 18 U .s.c., § 994 (i) (5). 
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¡ . 1 
a, mve básico de 20· o 5 a ¡4 9 k'J 
gramos al nivel bási~o ·de 34: y ~~:r~m~~ ª~tvel básico d~ 32; 15 a 49.9 kilo-
El nivel básico se puede ~ume I e. . 
1 
ogramos al nivel básico de 3626 
, d n ar si existen factores ag 1 · e1 uso e un arma27 la utilizació d ravantes, ta es como 
1 . . • n e menores de edad28 0 el p I d . . en a com1S1ón del delito29, El nivel básico . • . . ape ª. mm1strativo 
atenuantes tales como un papel me se P_uede d1sm1nu1r s1 existen factores 
responsabilidad personaPI nor en el dehto30 o la oportuna aceptación de 
. Si existen delitos múltlples en un proceso cri . 
sIStema para ajustar el nivel del delit . 1 . mmal, las pautas establecen un 
2. Eje de antecedentes crimina~efª~11~c mr todo~ los delitos en la condena32. 
un sistema de puntos para antecedent~s . uarto capitulo de las pautas presenta 
en delito, en el cual fue impuesta una pe~:'~~n~:s, /ºr ejemplo, un antecedente 
puntos33; una pena anterior de más d d s e trece meses, resulta en -tres 
resulta en dos puntos34; y cualquier otra e ::~nta ías pe~o menos. de trece meses, 
sulta en un punto35 El n,·v ' d p ~ ' con excepción de dehtos menores re-
. e, e puntos puede a · • 
el delito cuando se encontraba en libertad d. ume~tar SI el procesado cometió 
cometió durante los dos primeros años d con .1c1~na o libertad vigilada, o si lo 
Una de las provisiones más severas d espues e enc_arcela~1~nto36. 
["c~reer offenders"J. Procesados decla;;~s pautas se aphca a cnmmales habituales 
o v10Ienc1a, y los que tienen dos ant d os culpables de dehtos de narcotráfico 
. . 1 ece entes por delitos mayo . 
cr1m1na es profesionales y reciben penas , . res, se consideran 
Por ejemplo, un criminal profesional con~ercanas al max,mo que la ley permite37. 
una pena máxima de veinticinco año d enado por _un dehto de narcotráfico con 
el nivel VI de antecedentes criminal/ e encarcfl~m,ento, automáticamente tiene 
gama de 210 a 262 meses de pena s y un ?IV;s 2 de sevendad del delito - una 
3 Al . presuntiva . 
· ternat1vas en la imposición de O en las pautas, el juez, además del plazo deenas. el acuerdo con la escala determinada 
mdemnización40, Y libertad supervisad d encru:cedaml ,ento, pued~ imponer multas39, 
a espues e encarcelam,ento4I. La libertad 
26 Guideline, § 201. I(a) (3). "M f 
de drogas". anu actura, importación o tráfico ilegal - Cuadro de cantidades 
27 Guideline § 2Dl I(b) ''M f . 
28 G .d ¡· , . , anu actura, importación o tráfico ilegal 
ui e ine, § 201.2, "Utilización de niñ · 
29 Guideline § 381 l "P I os en el tráfico de sustancias controladas" 
30 
• • ' • ape agravante''. 
Gmdehne, § 381.2 "Papel Atenuante" 
31 Guide!ine § 3EI ¡ "A · 
P . . ' · ceptación de responsabilidad". 
-~ Gu1dehne, 301.1 "Delitos múltiples". 
JJ Guideline, § 4Al.1 {a) "Antecedentes criminales" 
14 G .d ¡· . 
- ui e ine, § 4Al.1 (b) "Antecedentes criminales" 
35 Guideline, § 4Al 1 {c) § 4Al 2 .. · 
16 . • • Y · (c) Antecedentes criminales" 
· Gu1dehne, § 4AI.1 (d) y (e). · 
37 18 u s e § 994 Ch) · · 
1 . · . • ·, ; Guidehne, § 481. J "Criminalidad habitual" 
-
8 Gmdehne, § 481.I (B). · 
-19 18 U.S.C., § 3571 y 3572 Gmdehne " 
40 18 U S C § 3663· , , 5E4 2 Multas para md1viduos procesados" 
. . . , , Gmdelme, 5E4.1 "Indemnización" 
41 18 U.S.C., § 3583; Guideline, § 503.l . 
''Impos1c1ón de plazo de libertad supervisada" 
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supervisada es obligatoria en los casos de narcotráfico. Las multas son obligatorias, 
excepto si el juez determina que el procesado no tiene posibilidad económica de 
pagarlas. Además de multas, el acusado puede perder sus bienes según las disposicio-
nes del decomiso ["forfeiture"] de propiedad asociada con actividades ilegales42. 
Por ejemplo, cualquier clase de bienes derivados del delito de narcotráfico, o utiliza-
dos para cometerlo, pueden ser decomisados por el gobierno mediante un proceso 
civil, aparte del proceso criminal43. 
La posibilidad de libertad condicional, un período de libertad bajo vigilancia 
judicial, está limitada en las pautas a situaciones en las cuales la pena mínima 
es de cero meses - un nivel básico de severidad de seis meses o menos44. Si la 
pena mínima es de uno a seis meses, el juez puede imponer una pena que combina 
restricciones a la libertad y libertad vigilada45. 
En los casos de acumulación se agregan las penas con una fórmula compleja, 
a no ser que los estatutos exijan una pena sucesiva46. Las penas anteriores, no 
relacionadas con la pena del caso que se ventila, tienen que ser sucesivas47. 
4. Desviaciones. Las pautas permiten al juez imponer penas mayores o menores 
que las penas especificadas en la base de desviaciones ["departures"J48. El elemento 
principal para que el gobierno solicite penas inferiores a la pena especificada es 
la ayuda que el acusado le proporcione. Por petición del fiscal, el juez puede imponer 
una pena menor que la indicada en las pautas si el procesado ayuda al gobierno 
en la investigación o el juicio de otro individuo que ha cometido un deJito49. 
Una desviación hacia una pena menor también se puede justificar con evidencia 
de circunstancias atenuantes importantes. Ejemplos de factores atenuantes posibles 
son la coacción de otra persona que no es suficiente para exculpar al procesado50; 
la capacidad mental disminuida (si el delito no es violento y la capacidad disminuida 
no resulta de embriaguez voluntaria)51, o factores atenuantes no considerados ade-
cuadamente en las pautas52. 
Las pautas permiten al juez imponer una pena mayor que la especificada si 
existen circunstancias agravantes que no son tratadas en forma adecuada en las 
pautas. Dentro de tales factores están la muerte, los daílos físicos como resultado 
42 Guideline, § 5E4.4 'Decomiso de propiedad". 
43 21 u.s.c .• § 853. 
44 Guideline, § 581.1 (a) "Imposición de libertad vigilada". 
45 Guideline, § 5Bi.1 (a) (2) "Imposición de libertad vigilada". 
46 Guideline, § 5Gl.2 "Penas en casos de acumulación". 
47 Guideline, § 501.3 ("Penas en casos de penas anteriores no cumplidas"). 
48 18 u.s.c .• § 3553 (b). 
49 Guideline, 5Kl. l "Asistencia al gobierno". 
so Guideline, § 5K2.12 "Coacción y coerción" . 
51 Guideline, § 5K2.13 "Capacidades disminuidas". 
52 Guideline, § 5K2.0 "Justificaciones para desviaciones". 
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de la activ!d.ad criminal53, el uso del secuestro en el delito54, la conducta extrema 
en la corms1ón del delito" y el perjuicio al interés nacional56. 
~l _fiscal Y el abogado defensor tienen derecho de apelar la aplicación de una desviación 57. 
3. LA DECISIÓN MJSTRETTA 
El IO_ de diciembre de 1987, Jolm Mistretta fue acusado de venta de cocaína 
~t~. el Tnbunal Federal del Distrito Oeste de Missouri. Antes del juicio, el acusado 
p1dio al Juez de pnmera instancia que declarara que la ley y las pautas eran ioconstitucio-
nales porque:_ 1) la ley _viola la_ d~ de separación de poderes, y 2) el Congreso 
delegó demasiada autondad legislativa a una agencia judicial. El juez distrital rechazó 
los cargos d~l- acusado, y _Mistretta hizo una declaración de culpa condicional para 
apelar l~ ?ecis1ón constituc10nal a tribunales más altos. Eventualmente, Mistretta pidió 
una decmón de la Corte Suprema por medio de un auto llamado "writ of certiorari". 
La Corte Suprema de los Estados U nidos actúa de manera diferente de como 
lo_ hace la C?rt: ~uprema de Colombia. La de los Estados Unidos consta de nueve 
miembros v1talic1os. Estos son nombrados por el presidente y aprobados por el 
Sen~do. No hay salas, y todos los magistrados participan en todos los casos. La 
función de la Corte es muy diferente también. Su propósito no es corregir errores 
de o~as cortes, sino resolver preguntas legales que afectan a muchos casos y que 
son 1i_nportantes en el desarrollo de la ley. Por eso la Corte acepta menos del uno 
por cien!~ de los autos .de "writ of certiorari", y solamente en estos casos se tiene 
una dec1s'.ón que confirma o revoca la decisión de los tribunales inferiores. 
Un ~Jemplo_ clásico del tipo de asunto en que la Corte acepta el caso y toma 
un~ decisión, se tiene cuando los tribunales de circuito -las cortes de apelación federal-
estan en desacuerdo sobre la constit~cionalidad del estatuto. En el caso de la ley, esta-
ban en desacuerdo sobre esa cuestión que afectaba a miles de acusados federales 
La ~?rte aceptó la jurisdicción y, después de recibir los argumentos escritos y orales: 
decidió, por_ ocho votos a favor y uno en contra, que el estatuto era constitucional. 
El magistrado Harry Blackmun fue el autor del concepto58. En este, el magis-
trado Blackmun repasó la ley de plazos criminales preexistente, la historia legislativa 
53 Guideline, § 5K2.l y 5K2.2 "Muerte o daños físicos". 
54 Guideline, § 5K2.4 "Secuestro". 
55 Guideline, § 5K2.8 "Conducta Extrema". 
56 
Guideline, § 5K2.7 "Interrupción de función gubernamental"· Guideli'ne § 5K2 14 "B' t público''. ' , · tenes ar 
57 18 U.S.C., § 3742 (a) (A) y § 3742 (b) (3) (A). 
58 
El auto~ del concepto u opinió_n es distinto del ponente en el sistema colombiano, porque en 
los Esa~os Unidos, desp~és ~el estudio separado por los jueces, hay una votación inicial y el juez 
más antiguo de .1~ mayona asigna la tarea de escribir la opinión de la Corte. Los otros jueces pueden 
comentar Y ~art1cipar en la forma fin~l de la opinión, que incluye los hechos del caso, el razonamiento 
Y la conclusión de la mayoría. Los Jueces pueden escribir opiniones concurrentes y disidentes. 
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de la ley, y la jurisprudencia de la separación de poderes. El magistrado consideró 
los precedentes acerca de la delegación de poderes legislativos y concluyó que, con 
instrucciones adecuadas del Congreso, la delegación de su autoridad a la Comisión 
de Plazos Criminales de los Estados Unidos no viola el artículo I, sección I, de 
la Constitución, que dice: "Todos los poderes legislativos otorgados por esta Consti-
tución residirán en un Congreso de los Estados Unidos ... ". 
También, la Corte rechazó el argumento que la Comisión creada por la ley, 
que incluyó jueces federales y que estaba colocada por estatuto dentro de la rama 
judicial, comprometió la independencia y la función de la rama judicial. El magistra-
do Blackmun, en el concepto, afirmó que el Congreso tiene el poder de constituir 
la Comisión como en la ley, y que la mezcla de funciones entre las ramas del 
Estado no son suficientes para declarar inválida la ley. 
El magistrado Antonin Scalia, disidente, expresó su opinión en el sentido de 
que la creación de la Comisión era una delegación excesiva e inconstitucional del 
poder legislativo. Dijo que la no separación de los poderes es peligrosa en una 
democracia y que es contraria a principios básicos constitucionales. 
La decisión Mistretta resuelve las objeciones más 'importantes a la ley y las 
pautas. No obstante, quedan muchas preguntas de interpretación y constitucionali-
dad sobre las numerosas normas concretas de los estatutos y las regulaciones promul-
gadas por la Comisión. 
4. CONSECUENCIAS PROBABLES DE LA LEY DE REFORMA DE PENAS CRIMINALES 
EN LOS PROCESOS DE DELITOS DE NARCOTRÁFICO 
En general, la reforma de la práctica de imposición de penas criminales ha 
trasladado mucha de la discreción del juez al fiscal. En los Estados Unidos, el 
fiscal tiene un poder muy amplio de decidir si, cuándo y según cuál estatuto una 
persona será acusada en los procesos criminales. Tradicionalmente, la contrabalanza 
de este poder del fiscal era la amplia discreción del juez para determinar la pena. 
Con la vigencia de las pautas, la discreción, tanto como la posibilidad de gran 
disparidad en el tratamiento de procesados con circunstancias comparables, están 
en manos del fiscal. Queda por ver si el problema de disparidad, una de las motivacio-
nes de la ley de reforma, será mejorado o agravado en la práctica. 
La nueva ley puede afectar el número de casos en juicio. Actualmente, cerca 
del ochenta por ciento de los casos criminales en el ámbito federal se resuelven 
con una declaración de culpabilidad y un acuerdo entre el procesado y el fiscal, 
en vez de un juicio59. Estos pactos forman parte del archivo formal del caso Y 
son supervisados por el juez60. No obstante que las pautas incluyen supervisión 
59 Tabla 04, Annual Report oí the Administra.tive Office of the United States Court, 1984, pág. 348. 
60 Reglas de procedimientos penales federales, 11 (e). Véase Bordenkircher V. Hayes, 434 U.S. 
357 (1978); Santobello New York, 404 U.S. 257 (1971). 
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judicial de los pactos61, el control del fiscal no debe cambiar mucho, porgue él 
todavía decide según cuáles estatutos va a procesar al acusado, y los jueces tradicio-
nalmente dan deferencia a la evaluación que hace el fiscal del caso. 
Una opinión considera que va a haber más juicios, porque muchos procesados, 
frente a la posibilidad de plazos de encarcelamiento sumamente largos, sin esperanza 
de libertad condicional, van a creer que no tienen nada que perder en el juicio. 
Por otro lado, ha aumentado la capacidad del fiscal de negociar pactos favorables 
a la fiscalia con el procesado. El poder de eliminar cargos, abandonar penas mínimas 
obligatorias y hacer recomendaciones al juez para reducir penas de acuerao con 
las pautas, probablemente va a persuadir a muchos procesados, aun los que tienen 
alguna posibilidad de resultados absolutorios en el juicio, de declararse culpables 
para evitar el riesgo de unas consecuencias aún más serias después de un juicio~ 
La experiencia inicial ha sido que ha disminuido el porcentaje de casos de narcotráfi-
co que llegan al juicio. 
La ley probablemente va a aumentar los recursos y el tiempo que se gasta 
en determinar la pena crilninal. Tradicionalmente, los casos resueltos mediante pacto 
con los abogados requería poca actividad procesal en la audiencia de imposición 
de la pena y ninguna apelación. Esto ya se ha cambiado, de una manera dramática. 
Quedan muchas cuestiones constitucionales e interpretativas, aun después de Mis-
tretta. En los nuevos casos los abogados tendrán que indagar mucho más las circuns-
tancias que los causaron, debido a la importancia que tienen estas circunstancias 
(agravantes y atenuantes) específicas en la determinación de la duración del encarce-
lamiento. También se examinarán la legalidad de los antecedentes criminales con 
más cuidado, especialmente en los casos de los criminales habituales. La parte que 
pierde ante el juez que impone la pena, especialmente procesados, tendrá más incenti-
vos para apelar en casos que anteriormente habrían terminado con la primera instancia. 
El poder del fiscal de coaccionar cooperación de los procesados poco dispuestos 
a ayudarle, aumentará el ya significativo uso de informantes y conspiradores para 
enjuiciar otros partícipes y autores intelectuales en conspiraciones. Sin embargo, 
el poder de presionar a un condenado sin antecedentes criminales con muchos al\os 
de encarcelamiento para obtener información sobre su jefe, puede llevar a abusos 
por parte del fiscal. Las posibilidades de que los fiscales exageren los cargos contra 
el procesado o abusen de su discreción amplia en cuanto a acusaciones y negociacio-
nes de.declaraciones de culpabilidad, pueden ser agravadas con el aumento de poder 
de discreción ejecutiva. 
El aumento en el poder del fiscal es coincidente con el aumento de casos federa-
les. En el sistema de federalismo de los Estados Unidos, cada uno de los cincuenta 
Estados tiene su propio sistema de justicia criminal, en los cuales se pueden procesar 
muchos casos del mismo tipo de los que se procesan en las cortes federales, inclusive 
delitos de narcotráfico. Aunque algunos Estados han promulgado sistemas con pau-
tas de determinación de penas criminales, la disposibilidad de cárceles federales 
61 Guideline, § 6Bl.2. "Estándards de aceptación de acuerdos entre abogados". 
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ortes federales probablemente va a llevar a mayor 
y los recursos del fiscal en las e t habr1' an sido procesados en las cortes 
. . d 1 · s con casos que an es el act1v1da en as misma ' á 1 , de casos a nivel estatal resueltos con de a-
estatales. También aumentar e nu~ero base en acuerdos con el fiscal estatal, 
ración de culpabilidad del procesa .º con al 
para evitar que el caso llegue al mvel feder . 
5. CONCLUSIÓN 
rivativa de libertad provee a los fiscales d~ 
La ley de reforma de la pena P d d litos de narcotráfico. La ley resultara 
una serie de herramientas en los fº~es~s ;á: declaraciones de culpabilidad, y más 
en plazos más largo~ de encare~ am1en o' s testi os para el gobierno. Al dotar 
procesados que actuan como mfor~ante y ha :ealizado un cambio básico del 
de estos podere~ a los fiscales, el onres~a ·udicial a la rama ejecutiva. Esto 
poder de discreción en los plazos de~de ~ r tivol y de disparidad entre individuos 
crea posibilidad.es d~ ~busos del _Pº. er e~:~as acusaciones y negociaciones en sus 
con circunstancias smulares en ter.~;~mente el concepto de rehabilitación como 
casos. Las pautas abandonan _cas~ 1 casos de narcotráfico. En la evaluación 
principio fundamental, en casi to os ~s s es preciso decir que esos cambios 
de los efectos de la luch~ c~n~ra c:i:;g~e' los Estados Unidos, en gran parte 
básicos en el sistema ~e ¡ust1c1a 1 1 cha contra delitos relacionados con 
son debidos a frustrac10nes y fracasos en a u 
drogas. 
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SENTENCING GUIDELINES 
SENTENCING TABLE 
Criminal History Category 
Üffense 1 11 111 Level O or 1 IV V 2 or 3 4, s. 6 7, 8, 9 10, 11, 12 
l o - l o - 2 o -2 3 o - 4 o -o - 2 o - s 3 o - 4 o -3 o - 3 o - s o - 6 4 o - s o -4 6 2 - 8 o - 4 o - s o - 6 2 -s o - s o - 6 8 4 - 10 l - 7 6 o - 6 l - 4 - 10 6 - 12 7 2 - 8 
7 6 - 12 9 - 15 l - 7 2 - 8 8 2 - 4 - 10 8 - 14 12 - 18 8 4 - 10 6 - 12 9 4 - 10 6 - 12 10 - 16 15 - 21 8 - 14 12 - 18 18 - 24 10 6 - 12 8 - 14 11 8 - 14 10 - 16 15 - 21 21 - 27 10 - 16 12 - 18 18 -12 10 - 24 24 - 30 16 12 - 18 IS - 21 21 - 27 27 - 33 13 12 - 18 IS - 21 18 - 24 24 -14 IS - 21 18 - 24 30 30 - 37 15 18 - 21 - 27 27 - 33 33 - 41 24 21 - 27 24 - 30 30 - 37 16 21 - 37 - 46 27 24 - 30 27 - 33 33 -17 24 - 30 41 41 - SI 27 - 33 30 - 37 37 -18 27 - 46 46 - 57 33 30 • 37 33 • 41 41 - SI 19 SI • 63 30. 37 33 • 41 37 - 46 46 • 20 33 • 41 37 • 46 57 57 - 71 21 41 • 51 51 • 63 63 -37 • 46 41 • 78 SI 46 • 57 57 • 71 22 41 • 70 • 87 SI 46. 57 SI • 63 63 -23 46. 57 51 • 63 78 77 - 96 57 • 71 70 - 87 24 51 - 63 57 - 71 84 • 105 63 • 78 77 - 96 92 • 115 25 57 • 71 63 • 78 70 - 87 84 • 105 26 63 • 78 70 • 87 100 - 125 78 • 97 92 - 115 27 70 • 87 78 - 97 87 • 108 110 • 137 100 - 125 120 • 150 28 78 • 97 87 - 108 29 87 • 108 97 • 121 110 - 137 130 • 162 97 • 121 108 • 135 121 • 151 30 97 • 121 140 • 175 108 • 135 121 - 151 135 • 168 31 108 • 135 151 • 188 121 - ISI 135 • 168 151 - 188 32 121 - ISI 135 • 168 151 • 188 168 - 210 33 135 • 168 168 - 210 188 • 235 151 • 188 168 • 210 188 • 235 210 • 262 34 151 • 188 168 - 210 188 • 235 35 168 - 210 210 • 262 235 - 293 188 • 235 210 • 262 36 188 • 235 235 - 293 262 • 327 210 - 262 235 • 293 262 • 327 292 - 365 37 210 • 262 235 • 293 262 - 327 38 235 • 293 292 • 365 324 • 405 262 - 327 292 • 365 324 • 405 39 262 - 327 360 - life 292 - 365 324 • 405 360 - life 360 - life 40 292 - 365 324 • 405 360 - life 41 324 • 405 360 • life 360 - life 360 • life 42 360 • life 360 - life 360 • life 360 • life 360 - life 360 - life 360 • life 43 life 360 • life life life life life 
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VI 
13 or more. 
o - 6 
l - 7 
3 - 9 
6 - 12 
9 - IS 
12 - 18 
15 - 21 
18 - 24 
21 - 27 
24 - 30 
27 - 33 
30 - 37 
33 - 41 
37 - 46 
41 - 51 
46 - 57 
51 - 63 
57 • 71 
63 • 78 
70 - 87 
77 • 96 
84 - 105 
92 - 115 
100 • 125 
110 • 137 
120 - 150 
130 • 162 
140 - 175 
151 • 188 
168 • 210 
188 - 235 
210 - 262 
235 • 293 
262 • 327 
292 • 365 
324 • 405 
360 • life 
360 • life 
360 - life 
360 - life 




Manifiesto por una nueva 
política sobre la droga 
Los abajo firmantes, juristas preocupados profesionalmente por 
la problemática de la drogadicción, desean llamar la atención de la 
sociedad española en general, y de los poderes públicos en particular, so-
bre el fracaso que ha sufrido la acentuación de la política represiva 
producida en los últimos años. 
l. Ante todo, no se han logrado las metas supuestamente perse-
guidas: erradicar o disminuir sensiblemente el tráfico y consumo de 
drogas. Pese a la frecuencia de los decomisos se acepta'de modo gene-
ralizado que el porcentaje de droga interceptada es mínimo respecto 
al cada vez mayor que se pone a disposición de los consumidores. 
Tal aumento de la oferta está en consonancia con el continuado incre-
mento de la demanda por parte de los consumidores. 
2. Simultáneamente, la droga se ha convertido en un producto 
muy caro, dados los elevados márgenes comerciales que retribuyen 
los riesgos de traficar con un producto tan perseguido. Esto ha origina-
do, en primer lugar, la aparición de poderosas organizaciones de trafi-
cantes con un poder económico sin parangón en toda la historia de 
la criminalidad y que en sus niveles medios y superiores eluden fácil-
mente la persecución penal. En segundo lugar, causa o agrava la margi-
nación social de una buena parte de los consumidores que no poseen 
los medios económicos necesarios para adquirir la droga, lo que les 
obliga a realizar actividades asociales o a caer en la delincuencia. 
3. Consecuencia de lo anterior es que los recursos del sistema 
judicial penal se ven desbordados por la criminalidad vinculada al 
tráfico de drogas. Del mismo modo, el aumento de la población reclusa 
a que esa criminalidad está dando lugar empeora notablemente las 
condiciones de habitabilidad de las prisiones, dificulta aun más la 
aplicación de la Ley General Penitenciaria y refuerza las mafias carce-
larias conectadas al suministro de drogas a los internos. 
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